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En eL asunt,o de referencla,

eI  s lgulente

N(rn. de Reglstro: 26L2/89

ASUNTO: Recurso de amparo pro-

movido por don Francisco López

Meri-no.

SOBRE: Resolución de 1a Dipu-

tacf.ón Provlnclal de Valencla
por la que se nombra

Vicesecretarlo de dicha Corpo-

ración, confirmada por la

Audiencia Territorial- de dlcha

cludad, Sala Prlmera, eu€ des-

est ima recurso contencioso-

administrativo por Ia vfa de

la  Ley  62 /L978 .

Ia Sección ha acordado dictar

AUTO

I. AI..ITECEDENTES

1. Por escr i to registrado en este Tr ibunal  e l  29 de dic iem-
bre de 1989, don Francisco L6pez Merino, Llcenciado en Derecho
y en defensa de asuntos propios, interpone recurso de amparo

contra la Resolución de ]a Diput,ación Provlncial de Valencia,

de t7 de febrero de 1986, por Ia que se nombra Vicesecret,arlo

de dicha Corporación y contra Ia Sentencia de }a Audiencia

Terr i tor la l  de Valencj-a,  Sala Pr lmera,eü€ desest ima e1 poste-

ri-or recurso contencioso-administrat,ivo lnterpuesto por la vfa

de Ia  Ley  62 / t978.

TRIBI,'NAL CO}¡STITUC IONAL

SN,A PRII.{ERA

Secclón Segunda

9xcmos .  3 res .  :

de  l a  Vega  Benayas .

L6pez Guerra.

G imeno  Sendra .
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2, Los hechos de los que trae orlgen eI presente recurso de

amparo son, en sfntesls,  los s lguientes:

a) La Dlputación Provincial de Valencia dlctó una Reso1u-

clón, de fecha L7 de febrero de 1985, por La que se no¡nbraba

vlcesecretarlo de dicha Corporaclón tras la Jubllacfón de su

anterlor t ltular. El ahora recurrente en amparo, qulen es fun-

cionarlo de Admlnistración Local con habil ltación de carácter

nacional e integrado en }a escala de subsecret,arfa, aflrma que

no tuvo conocimiento de este acuerdo hasta que se 1e not,if icó

una Resoluclón de la Dirección General- de'1a Función Públlca

de1 Ministerio para las Administraciones Públicas de fecha 31

de octubre de 1988, €rr la que se desest,ima el recurso de repo-

sición interpuesto por eI recurrente contra una Resolución an-

ter ior  de la propia Direcclón General ,  de 15 de Jul io de 1988,

en 1a que se act,ualizaba la relación de puestos de t,rabaio va-

cantes y reservados a funcionarios de Admj.nlst,raclón Local con

habil itaclón de carácter nacional, relación en la que no se i-n-

c lufa Ia plaza conLrovert ida.

b) Como e} recurrent,e ent,endfa que en la menclonada Resolu-

c1ón de la Corporación Local exi-stfan dlversas irregularldades,

interpuso recurso contencioso-administratlvo por la vfa de la

Ley 62/t978 en el  que invocó eI  ar t .  23.2 de la Const, i tución.

La Sala Primera de la Audiencia Territ,orlal de Valencia deses-

t imó el  recurso, en Sentenci-a de fecha 20 de febrero de 1989,

por no advertir lesión alguna de derechos fundamentales y en-

tender que Ia problemática excedla del obJeto poslble en los

procesos  de  la  Ley  62 /1978.

c) Frente a 1a Sentencia anterior, €1 recurrente interpuso

recurso de apelaclón que fue admitido por eI Tribunal a ouo y,

posteriormente, declarado indebidanente admltido por la Sala

Tercera del Tribunal Supremo, mediante Auto de 4 de noviembre

de 1989, con fundament,o en tratarse de una cuest,ión de personal

que no afecta a Ia separación de empleados púbIlcos inamovibles

(a r t , s .  9 .1  y  6 .1  de  la  Ley  62 /L978  y  94 .L  a l  de  la  LJCA) .
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3. EI sollcltante de a¡nparo estlma que ha resultado

transgredldo eL art , .23.2 de la Const i tución, puesto gue no se

ha producldo un acceso a las funciones y cargos pt1b1lcos en

condlclones de lgualdad y " con los regulslt,os gue señaLan las

Ieyes".  De este modo, los "requls l tos que señalan las leyes" no

confj,guran una cuestión de legalidad ordinarla slno gue han de

ser necesarlamente examinados para determinar sl se ha

conculcado o no el  c i tado art .  23,2;  en def in l t , lva,  la reml-

sión gue el citado precepto constj-tucional hace a la }egalidad

ordinarla obllga a revisar ésta en cuanto cuestlón previa im-

prescindlble para }a apl icación de aqué}.

En eI  presente caso, ld Sala se negó a revisar s. l  resuLtaba

de apl icaclón el  ar t .  82.2 del  Real  Decreto 3046/t977, de 6 de

octubre, por el que se articula parcialnent,e }a Ley de Bases

del- Estatuto de Réginen Local de 1975 en 1o relat,lvo a los fun-

cionarios prlblicos locaLes. La Sala afinnó gue elIo constltufa

un tema de ]egalidad ordinaria que excedfa de1 objet,o poslble

en un proceso de la Ley de Prot,ección Jurisdicclonal de los De-

rechos Fundamentales,  Ley 62/1978. Pero,  de acuerdo con la ar-

gumentación gue antecede, esta fundamentación no puede resultar

de recibo. Por el contrario, e1 órgano Jud1c1a1 debló reconocer

que 1o previsto en el  ar t .  82.2 de1 Real Decreto 3046/t977 es

incompatible con los princlpios constitucionales de igualdad y

de méri to y capacidad en e1 acceso a Ia función p{tbl ica (art .

103.3 de Ia Const i tución);  además, su regulación se opone al

art .  20. t  a l  de la Ley 30/1984, de 2 de agost 'o,  de Medldas Ur-

gentes para la Reforma de la Función P(tblica y aI art '. 99 de ]a

Ley ? /1985, de 2 de abr i l ,  de Bases de Régimen Local ,  preceptos

que estaban plenament.e en vigor cuando se dictó el acuerdo de

nombramiento recurr ido;  y en, consecuencla,  debió est lmarse de-

rogado el  ar t .  82.2 del  Real  Decreto 3046/t977 por apl lcación

de ]a Disposlc ión Derogator ia bl  de Ia Ley 7 /  1985.

Por ot ro lado,  Ia  Sala debió de enju ic lar  e l  c l t ,ado ar t , .

82.2 desde Ia perspect iva del  pr inc ip io  de lgualdad,  pues at r i -
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bulr la plaza de Vlcesecret,arlo a gulen era Oflclal Mayor

crimi-na aI resto de Ios funcionarlos de Administraclón

con habll lt,ación de carácter nacional ya gue no se es de

mérito ni se está más capacitados por e} hecho de ocupar

de Oficlal Mayor en la misma entidad.

6o

dls-

Local

mej or
plaza

4. Por providencla de 9 de marzo de 1990, la Sección Segun-

da (Sala Prlmera) de1 Tribunal ConstituclonaL acordó, a Eenor

de 1o dispuesto en el  ar t .  50.3 de la Ley Orgánlca de1 Tr ibunal

Constitucional (LOTC), conceder un plazo común de dlez dfas al

Ministerio Fiscal y al recurrente para cfue alegasen Io que es-

timasen pertinente en relación con la posible concurrencla del

sigulent,e motivo de inadmisión: carecer Ia demanda de contenido
que justif lque una decisión sobre el fondo de Ia misma por par-

te  de l  T r ibuna l  Const i tuc lona l  (a r t .  50 .1 .c1  de  la  LOTC) .

5.  EI  Minister io Fiscal ,  €r t  escr i to presentado el  19 de

marzo, interesa de este Tribunal que acuerde la inadmisión del

recurso por concurrir el motivo de inadmisión puest,o de manj,-

f iest .o en 1a providencia preci tada.

El recurrente estlma que el acuerdo de la Corporación Local

de referencia en el que se nombra Vicesecretarlo de Ia misma

lnfringe el derecho fundamental comprendido en el art,. 23.2 de

Ia Constitución, For haber sido efectuado sin concurso previo,

y, por tanto, lesionando el derecho de acceso a la función pú-

blica en condiciones de igualdad de los funcj-onarios de Adlni*

nistración Local  con habi l i tación nacional- .  La Sala

sentencladora consideró gue esta pretensión no podfa hacerse

valer dent,ro de un proceso de la Ley 62/78, pues el acuerdo im-

pugnado fue dictado conforme a }a legalidad entonces vigente,

que no exigfa un concurso a estos efect,os, Y Do cabrá entrar a

considerar ahora "crft icamente dicha legraIldad". La demanda

dlsiente de este planteamiento y sostiene que cuando está im-

plicado un derecho fundamental no es posible conclulr s1n más

que se está ante una cuestión de mera legalldad.
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Pero el razonamlento del recurrente no puede ad¡nltlrse en

vlr tud de las s lgulent,es razones: el  ar t .  23,2 de Ia Const l tu-

clón recoge un derecho de conflguración legal y corresponde a

Ios órganos Judlclales la lnterpretaclón de los requlsltos }e-
gales gue regulan eI acceso y promoclón de los funclonarlos;

tal y como se sostlene en la STc 24/90 debe dlstlnguirse entre

el acceso a un cargo prlblico y a un puesto funclonarlal y, en

estos úrlt, lnos casos, Ios juicios de legalidad emit,ldos por los

órganos Judlclales no pueden ser revisados; por últ ino, preci-

samente dllucidar Ia ap]lcabil ldad aI caso de 1a normativa que

dió lugar aI nombramiento, conflgura un julcio de legalidad que

no cabe revisar en sede constltucional.

6.  Por escr i to presentado el  29 de marzo de 1990, eI

recurrente solicita que se adnlta a tránite el recurso y se

otorgue el anparo, asf como insisEe en las alegaciones ya for-

muladas en Ia demanda. Resalta que del art. 23.2 de la Const,i-

tución se deduce un triple contenldo: un derecho a participar

en eI acceso a Ia función prlbl, ica para qulenes reunen 1os re-
quisitos establecidos en las leyes; un derecho a un procedi-

miento objetivo de selecclón; y un consecuente derecho a que eI

nombramlento respete los derechos ant.eriores. En eI presente

caso, han resultado claramente conculcadas las dos prineras de

es tas  man i fes tac iones  de I  a r t .  23 .2 .

Asf Ia Dlput,aclón Provlncial de referencj-a no ha tenldo en

cuenta los requisitos establecldos en las leyes pues: ignora el

art. 49 de la Ley de Bases de Régimen Local, Ley 7/L985, eü€
dispone eI si-stema de concurso; se ha amparado en un precepto

derogado como es el  ar t .  82.2 del  Real  Decreto 3046/1987i  y,

aunque dicho precept,o reglamentario no estuviera derogado, €n

cuant,o hipót.esis de razonamiento, resultarfa cont,rario al prin-

cipio de igualdad. En resumen, €1 nombramlento efectuado carece

de cobertura 1egal y ha sj-do hecho "ad personan".

En segundo lugar, tampoco ha exlstido un procedimiento ob-
jetivo de selecclón de los participantes que respete los prin-
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ciplos de mérlto y capacldad pues, €rr realldad, rro ha habido
procedimient,o n1 actuaclón prevla de ninguna clase slno un mero

acuerdo dlrecto de nombramiento de un funcionario ya conocido
por la Corporaclón. En apoyo de sus tesls en est,e punto, s€

trae a colaclón la doct,rina jurisprudencial expuesta en ]a STC

tg3 /L987 .

II. FUNDAITIENTOS JURIDICOS
' ' ' . -

1. El sollcitante de amparo denuncia, sustancialment€, ürla:

lesión del derecho fundamental comprendido en el art. 23.2 de

la Const,ttuciónn €n su vertiente de derecho de acceso en condi-

clones de igualdad a la función pública, lesJ-ón que imputa a, un

órgano judicial como consecuencia de no haber revisado Ia ade-

cuación a dicho precepto constitucional de unas resoluciones

apl icat ivas del  ar t .  82.2 de1 Real Decreto 3046/L977 de 6 de

octubre; en este reglamento se articulaba parcialmente Ia vleja

Ley de Bases del Estatuto de Réginen Local de t975 en materia

de funcj-onar ios y,  en su art .  82.2 se decfa:  que en las Corpo-
raciones donde exlsta 1a plaza de Oflcial Mayor y se acuerde

crear la de Vicesecretario, el t, i tular de la primera pasará a

ocupar ]a de nueva creación, salvo que e} Pleno de Ia Corpora-

ción provea cubrir Ia plaza por concurso-oposición. La Sala

Primera de la Audiencia Territorial de Valencia no entró a en-

Julclar Ia tacha de discriminación que se aducfa, esgrimiendo
que el lo no era posible en un proceso de la Ley 62/78, pues era

menester resolver previamente una cuest,ión de legalldad consls-

tente en dllucidar si el citado Real Decreto est,aba o no dero-
gado por la legis lación poster ior  en el  per iodo en que Ia Dipu---

taclón Provlnclal dictó el acuerdo recurrido.

2. Asl centrada la cuestión que en 1a demanda se plantea,

debe ponerse de manitiest,o que diffci lment,e puede imputarse una

lesión del  ar t .  23.2 de la Const i tución a un órgano judic ia l  y

a causa de Las razones expuestas.
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En efecto, en primer lugar, de resultar transgredido el de-

recho a Ia lgualdad en el acceso a Ia función pútblica (art.

23,2 de la Const l tución),  como hipótesls de razonamlent,o,  ta l

lesión constituclonal se habrfa producido dlrectamente por la

resoluclón en que Ia Dlputación provincial de Valencla nombra

Vlcesecretarlo de dicha Corporación y, de forma indlrecta o

mediat,a, por el art, . 82 .2 del Real Decret,o 3046 / L977 en gue

aquella resolución t,rae orlgen. Ahora bien, DO puede imputarse

virtualidad para lesionar derecho alguno de manera directa a

una resolución Judicial que ni tan siquiera confirma eI acuerdo

administrativo impugnado, pues no se pronuncia sobre el fondo

del asunto al remitlr a un contencioso-administrat,ivo ordina*

rio. Dicho de otra manera: estamos en un amparo de los prevls-

tos en el art. 43 de 1a LOTC y no en el á¡nbito del art. 44 de

la mlsma Ley y, por eIlo, €1 recurrente equivoca su plantea-

mlent,o impugnatorlo. Ciertamente, puede resultar discutible que

la Sala no resolv iera,  en un proceso de Ia Ley 62/78, sobre 1a

vlgencia o }a derogación deI reglamento que otorgaba cobertura

a la resoluclón administrativa impugnada, como cuestión prevla

a enjuic lar  la adecuación de Ia misma a 1as exigencias del  ar t .

23.2 de la Const l tución, €r1 vez de remi- t i r  a un contencloso-

admlnistrativo ordinario. Ahora bien, todo ello acaso podrfa

fundar una queja por lesión del derecho a la tut,ela judicial

efect iva (art .  24. t  de La Const l tución) aI  haber pr lvado inde-

bidamente al recurrente de su derecho a un proceso de la Ley

62/7  8  (STC t2 /L982 y  3L /L984 en t re  o t ras) ,  pero  nunca una

vulneración de1 art .  23.2 de la Const i tución gue es el  único

derecho fundamental gue el recurrente invoca. Por 1o demás,

nada impide que cuando se resuelva por Ia misma Sala el proceso

contencloso-adminlstrativo ordj-nario, si se const,atara que el

Real Decret,o 3046/L977 no estaba derogado en e1 moment,o de

dict ,arse 1a resolución recurr ida,  la Sa1a deba anal izar su

adecuación a las exigencias constituclonales que se desprenden

de1 art .  23.2 de Ia const i tución 1o que aleja toda sospecha de
que se cause aI recurrente una situaclón material de

lndefensión; y a Ia inversa y de forma complement,aria de este

razonamiento, nada impide que si la Sala estima que el mencio-
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nado decreto estaba derogrado -como denuncia e1 recurrente- aca-
be por conclulr que e1 acuerdo controvertido de Ia Corporaclón
LocaL de referencia deba est lmarse nulo.

3 .  En  suma,  ro  ex i s te  l es ión  a lguna  de1  a r t , .  23 .Z  de  l a
constituclón, precepto constitucional en que se funda la deman-
da,  a  causa de una resoluc ión jud ic ia l  d ic tada en Ia  v fa de ra
Ley 62/78 gue,  sustancia lmente,  d ispone que e l  fondo del  asunto
debe ser resuel"to en un proceso contencioso-administratj-vo or-
d inar i -o .

De acuerdo con 1o expuesto,  1a sección acuerda Ia
lnadmisión del  recurso en apl icación de 1o previsto en el  ar t . .
50 .1 .c )  de  Ia  LOTC y  e I  a rch ivo  de  Ias  ac tuac iones .

Madr id ,  a  ve in t i uno  de  mayo  de  m i l  novec ien tos  noven ta .

t l

ltLL^


